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PRIMERA SALA UNITARIA. 

EXP: 932/2019-1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: **********

AUTORIDAD DEMANDADA:

POLICÍA VIAL DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA DE LA DELEGACIÓN DE VILLA DE POZOS, SAN LUIS POTOSÍ. 
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. GREGORIO CORPUS MORENO.

San Luis Potosí, S.L.P., diecisiete de diciembre de dos mil diecinueve. 


V I S T O S  para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 932/2019-1, y;

R E S U L T A N D O

I.- Por acuerdo del once de septiembre del presente año, se tuvo a **********demandando por derecho propio el acto y respecto de la autoridad que enseguida se precisa:

Autoridad demandada:

- Supuesto Policía Vial  de la Dirección General de Seguridad Pública de la Delegación de Villa de Pozos, San Luis Potosí, **********
Acto que se impugna.- “**********

II.- Substanciado en cada una de sus etapas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio a las 09:00 nueve horas del once de octubre del presente año, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda, así como a los de contestación desahogándose las pruebas documentales dada su propia naturaleza; en período de alegatos se certificó que no fueron formulados por ninguna de las partes, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, turnándose el mismo a la Magistrada para su resolución.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º fracción V, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales del Estado, donde se ejerce jurisdicción, con motivo de una sanción por infracciones a los ordenamientos de tránsito. 

SEGUNDO.- Ahora bien, resulta necesario precisar la existencia del acto impugnado, de lo que se tiene que el actor precisa como acto impugnado el siguiente: 
**********

En ese sentido, la existencia del acto reclamado se acredita con el documento visible a foja **********de este expediente, mismo que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, puesto que de acuerdo a lo que establece el artículo 91 del citado código, se trata de documento público emitido por una autoridad en el ejercicio de sus atribuciones legales, por lo que entonces, es evidente la existencia del acto reclamado.
TERCERO.- Según indica el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se analizará la legitimación de los comparecientes.

Suscribe la demanda ********** demandando la nulidad del acto y en contra de las autoridades ya señaladas. 
Al respecto, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

Sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en cuenta que en el acto impugnado, se indica como destinatario a aquí impetrante, es innegable que cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio.


En cuanto a la personalidad de la autoridad demandada, la misma se encuentra acreditada conforme a lo señalado en el artículo 220 del ordenamiento en cita, en virtud de que aportó para tales efectos, el nombramiento que la acredita como tal, según documento visible a foja **********de este expediente. 
CUARTO.- La parte promovente hizo valer como conceptos de impugnación, los que se advierten en autos a foja 04 del presente expediente, argumentos que por economía procesal se tienen por reproducidos, resultando aplicable para tal efecto la tesis de jurisprudencia bajo el rubro: 
 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. EL JUEZ NO ESTA OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS” 

QUINTO.- De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, las causas de improcedencia y sobreseimiento, deben ser examinadas de oficio, en mérito a que éstas son de orden público, de lo que resulta que su estudio es preferente a los motivos de inconformidad.

Esta Sala Unitaria advierte que la autoridad demandada Policía Vial, invoca las causales de improcedencia  y sobreseimiento previstas y señaladas en los artículos 228 fracción XI en relación con el numeral 229 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, argumentando que el acto que se impugna contiene las circunstancias de tiempo, modo y lugar, que no se violaron las garantías  consagradas en los artículos 14 y 16 de Nuestra Carta Magna, esto es que se encuentra fundado y motivado.

A lo anterior, debe decirse que los argumentos que vierte la demandada, están tendientes a sostener la legalidad del acto, lo cual será motivo de estudio al resolver sobre el fondo del presente asunto, de ahí que resulten infundadas las causales de improcedencia  invocadas por la citada autoridad.    


SEXTO.- El Primer Concepto de Impugnación que hace valer el actor es infundado de acuerdo a las siguientes consideraciones legales:

  
Dice el actor que se viola en su perjuicio el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque según a su decir, sin juicio previo, fue privado de sus documentos, desde el momento en que el ejecutor procedió sin derecho a recogerle su Licencia de conducir, sin fundar ni motivar su actuar.

Previo a hacer un pronunciamiento al respecto, es preciso señalar que la autoridad demandada Policía Vial, es el  policía a cargo de la vigilancia del tránsito, así como de la aplicación de sanciones por infracciones a las disposiciones del reglamento de tránsito, pues su función es la de regular el tránsito de vehículos y peatones, ejecutar medidas preventivas tendientes a evitar infracciones y accidentes de tránsito en las vías públicas; cumplir y hacer cumplir la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, los reglamentos municipales, entre otras cosas. 

Así mismo están facultados para sancionar a los sujetos que infrinjan las disposiciones contenidas en los citados cuerpos normativos, tal y como se desprende de los artículos 6 y 16 de la Ley de Tránsito del estado de San Luis Potosí que en su texto establecen:
ARTÍCULO 6°. Para los efectos de esta Ley se entenderá por: I. Agente de tránsito: policía a cargo de la vigilancia del tránsito, así como de la aplicación de sanciones por infracciones a las disposiciones del reglamento de tránsito, 

ARTICULO 16. Los elementos de seguridad pública del Estado y los agentes de tránsito de los municipios, en las áreas de su jurisdicción y conforme a su competencia, tendrán como función regular el tránsito de vehículos y peatones, ejecutar más medidas preventivas tendientes a evitar infracciones y accidentes de tránsito en las vías públicas; cumplir y hacer cumplir esta Ley, los reglamentos municipales, los bandos de policía y gobierno y, en su caso, las normas que de ella emanen; para lo cual están facultados para sancionar a los sujetos que infrinjan las disposiciones contenidas en los citados cuerpos normativos.

Así mismo, previo a la imposición de cualquier infracción y sanción, deberán seguir el Procedimiento establecido para ello, tal y como se aprecia en el TITULO DECIMO PRIMERO, Capítulo Único, “Del Procedimiento de Imposición de Sanciones” que se encuentra contenido dentro de la citada Ley de la materia en sus artículos del 89 al 98.
De esos artículos, destacan el 89 y 91 que establecen que las sanciones por infracciones a esta Ley y su reglamento, serán impuestas por los elementos de seguridad pública, los agentes de tránsito municipal, pero que previo a ello, se levantará una boleta de infracción y sanción que contendrá todos y cada uno de los requisitos que ahí se mencionan, por lo que para una mayor claridad, se transcriben en su parte conducente dichos preceptos que dicen: 

ARTICULO 89. Las sanciones por infracciones a esta Ley, su reglamento, o reglamentos municipales correspondientes, serán impuestas por los elementos de seguridad pública, los agentes de tránsito municipal, o bien por los elementos operativos competentes, de conformidad con los conceptos y cuantías establecidas en las leyes respectivas. 

ARTICULO 91. Para la aplicación de la sanción se levantará una boleta de infracción y sanción, que contendrá obligatoriamente los siguientes datos: 

I. Nombre y cargo de quien levanta la boleta;

II. La circunstanciación de los datos de la credencial a que se refiere el artículo 34 de la Ley de del Sistema de Seguridad Pública del Estado, con que se identifica, relativas a nombre, cargo y vigencia de la credencial. Adicionalmente, se anotará el número de credencial y la autoridad que la expidió, conforme a las disposiciones que resulten aplicables; 

III. Nombre y, en su caso, domicilio del infractor; 

IV. Datos de identificación del vehículo; 

V. Número, vigencia y clase de licencia para manejar; 

VI. Descripción de las circunstancias de modo, tiempo y lugar conocidas por la autoridad de tránsito, que entrañan la comisión de la infracción cometida por el infractor; entre otros, lugar, fecha y hora de la comisión de la infracción. Esta circunstanciación servirá como motivación de la sanción que se imponga; 
VII. La cita de los fundamentos legales o reglamentarios que acrediten la comisión de la infracción; 
VIII. El importe correspondiente de la multa impuesta como sanción; 
IX. El documento que retiene; 
X. Nombre y firma de quien levanta la infracción, así como la firma del infractor, y 
XI. En el supuesto de que el vehículo sea retenido, deberán asentarse las razones que motiven la retención, debiendo exponerse la debida fundamentación legal.

Como se podrá apreciar con toda claridad, previo a cualquier infracción y sanción, el Policía Vial deberá ajustarse al procedimiento señalado con antelación, cumplir con todos y cada uno de los requisitos a que se hace referencia, destacando entre otros los de: señalar la infracción cometida por el infractor; el importe correspondiente de la multa impuesta como sanción así como el de señalar el documento que retiene.   


Para el caso que nos ocupa, al entonces conductor y hoy actor, en el lugar, fecha y hora señaladas en la boleta de infracción, se le encontró cometiendo infracciones de las contenidas en la Ley de Tránsito de San Luis Potosí, así como en el Reglamento de Tránsito del Municipio de San Luis Potosí, consistentes en circular manipulando  teléfono celular, con lo que se contravino el artículo129 fracción VI del Reglamento de Tránsito Municipal de San Luis Potosí.  

Entonces, la demandada procedió a levantar la boleta de infracción que se impugna, siguiendo el procedimiento ya señalado y cumpliendo con los requisitos a que se ha hecho referencia, dentro  del que se encuentra el de señalar el documento que retiene. 
Con la misma boleta de infracción, se acredita que la Licencia de Conducir, le fue recogida al entonces conductor, tal y como así se aprecia a foja 06 en la parte inferior que dice: 

	DOCUMENTO U OBJETO RECOGIDO
	LICENCIA


Entonces, la misma Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, faculta a los Agentes de los cuerpos de Seguridad, en este caso, del Policía Vial demandado, para levantar y emitir las boletas de infracción y a la vez, sancionar a los  conductores y vehículos por las violaciones cometidas a la presente Ley y sus reglamentos, esto es, estamos ante una materia impositiva en la que no es necesario notificar las formalidades de un juicio previo como así lo pretende hacer ver el actor, puesto que las infracciones a la ley de la materia se configuraron en ese momento de ocurridos los hechos, lo que facultó a consideración de la demandada a recogerle su Licencia de conducir. 
En  este caso, el hoy actor puede ser escuchado en su defensa con posterioridad a la emisión del acto de autoridad, ya de que hacer lo contrario, sí se afectarían gravemente las funciones relativas de la autoridad, al tener que instaurar en todos los casos, un juicio previo, lo cual no sería acorde con la naturaleza ejecutoria de actos  administrativos en materia de tránsito.

Sirve de apoyo el siguiente criterio que dice: 

“MULTA POR INFRACCIÓN A REGLAMENTOS DE TRÁNSITO DE VEHÍCULOS. RESPECTO DE SU DETERMINACIÓN, NO NECESARIAMENTE TIENE QUE REGIR LA GARANTÍA DE AUDIENCIA PREVIA.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido en diversos precedentes que la mencionada prerrogativa, consagrada en el párrafo segundo del artículo 14 constitucional, no es de carácter absoluto, sino que existen supuestos en los que por la naturaleza de la actividad administrativa y su impacto en la esfera jurídica de los particulares, el derecho fundamental de ser oído y vencido en juicio, puede otorgarse con posterioridad a la emisión del acto de autoridad correspondiente. Criterio que resulta aplicable al ejercicio de la potestad sancionadora de la administración pública establecida en el artículo 21, párrafo cuarto, constitucional, que versa sobre la aplicación de sanciones por infracción a los reglamentos gubernativos y de policía, penas que únicamente pueden consistir en multa, arresto hasta por treinta y seis horas o trabajo a favor de la comunidad, dado el carácter ejecutorio de esas determinaciones, en tanto que imponen deberes y restricciones a los particulares, que deben hacerse efectivos aun contra su voluntad. En ese tenor, tratándose de la determinación de infracciones a los reglamentos de tránsito de vehículos e imposición de las sanciones correspondientes, no necesariamente debe regir la garantía de audiencia previa, por lo que el afectado puede ser escuchado en su defensa con posterioridad a la emisión del acto de autoridad; máxime que de no considerarse así, se afectarían gravemente las funciones relativas de la autoridad, al tener que instaurar, en todos los casos, un procedimiento previo, lo que incluso no sería acorde con la naturaleza ejecutoria de esos actos administrativos.

DÉCIMO QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.” Lo resaltado es nuestro 
El Segundo Concepto de Impugnación es infundado, ya que el actor hace valer agravios encaminados a decir que se viola en su perjuicio el artículo 16 Constitucional, porque las autoridades señaladas como responsables,  jamás fundaron ni motivaron su actuar porque en la boleta de infracción que se impugna, el Policía Vial manifestó que detectó al conductor del vehículo cometiendo infracciones a la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí así como al Reglamento de Tránsito del Estado de San Luis Potosí y que una vez estando en alto total el vehículo en mención, procedió a identificarse con el conductor del mismo, toda vez que se encontraba presente pero que la autoridad en mención, jamás motivó ni fundamentó el acto impugnado, ni los actos derivados de éste tales como solicitarle el que le exhibiera la tarjeta de circulación para copiar datos en la boleta impugnada.  
Analizado el contenido del acto que se impugna, se aprecia con toda claridad que la autoridad demandada, ********** con fundamento en lo establecido en los artículos 1°, 2° 15, 16, 75, 77 fracción I, 79,  82, 84 y demás relativos de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, 158, 159, 160 y correlativos del Reglamento de Tránsito del Municipio de San Luis Potosí, procedió a imponer la infracción que se combate al **********, por encontrarse circulando manipulando su teléfono celular contraviniendo con ello el artículo 129 del Reglamento de Tránsito del Municipio de San Luis Potosí.
Del fundamento legal en que se basó la demandada para la emisión del acto que se impugna, destacan los artículos 15 fracción VI, 16 y 84 de la citada Ley de Tránsito que a la letra dicen lo siguiente: 

ARTICULO 15. Son atribuciones del Director de tránsito municipal o su equivalente, dentro de su jurisdicción territorial:
VI. Elaborar, por conducto de los agentes, las boletas de infracción y sanción a conductores y vehículos por las violaciones cometidas a la presente Ley y sus reglamentos; 

ARTICULO 16. Los elementos de seguridad pública del Estado y los agentes de tránsito de los municipios, en las áreas de su jurisdicción y conforme a su competencia, tendrán como función regular el tránsito de vehículos y peatones, ejecutar más medidas preventivas tendientes a evitar infracciones y accidentes de tránsito en las vías públicas; cumplir y hacer cumplir esta Ley, los reglamentos municipales, los bandos de policía y gobierno y, en su caso, las normas que de ella emanen; para lo cual están facultados para sancionar a los sujetos que infrinjan las disposiciones contenidas en los citados cuerpos normativos.

ARTICULO 84. Las sanciones que se pueden imponer a los infractores de esta Ley son: 

I. Multa…”  

Como se podrá apreciar, en el acto que se combate sí fue señalado el fundamento legal que le otorgó facultades a la demandada para la emisión del citado acto.

Además, los motivos y razones que tomó en cuenta para levantar la infracción de la que se duele el actor, consistió en que éste se encontró “circulando manipulando su teléfono celular”, conducta sancionada por el artículo 129 fracción VI del Reglamento de Tránsito del Municipio de San Luis Potosí, tal y como aparece en el siguiente recuadro: 
          MOTIVO DE LA INFRACCIÓN

	CLAVE
	INFRACCION(ES)
	POR CONTRAVENIR EN FORMA FLAGRANTE LO DISPUESTO POR EL ARTÍCULO 

	119
	Circular manipulando teléfono celular 
	Art.129

	
	
	Fracción  6 


El artículo del Reglamento a que se alude señala en su parte conducente lo siguiente: 

“Artículo 129. En la circulación de vehículos se prohíbe:
VI. Utilizar equipos de radio comunicación portátil y telefonía, móvil para el conductor de cualquier vehículo, salvo en el caso, que emplee el accesorio conocido como manos libres.” 
Así las cosas, se tiene entonces la existencia de una suficiente motivación y fundamentación que llevó a la demandada a la  conclusión de que los hechos en que participó el hoy actor, encuadró en las hipótesis del artículo y norma ya señalado, puesto que se citó el precepto legal que le sirvió de apoyo para su emisión, resultando aplicable el siguiente criterio de jurisprudencia que dice: 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. EL ASPECTO FORMAL DE LA GARANTÍA Y SU FINALIDAD SE TRADUCEN EN EXPLICAR, JUSTIFICAR, POSIBILITAR LA DEFENSA Y COMUNICAR LA DECISIÓN.

El contenido formal de la garantía de legalidad prevista en el artículo 16 constitucional relativa a la fundamentación y motivación tiene como propósito primordial y ratio que el justiciable conozca el "para qué" de la conducta de la autoridad, lo que se traduce en darle a conocer en detalle y de manera completa la esencia de todas las circunstancias y condiciones que determinaron el acto de voluntad, de manera que sea evidente y muy claro para el afectado poder cuestionar y controvertir el mérito de la decisión, permitiéndole una real y auténtica defensa. Por tanto, no basta que el acto de autoridad apenas observe una motivación pro forma pero de una manera incongruente, insuficiente o imprecisa, que impida la finalidad del conocimiento, comprobación y defensa pertinente, ni es válido exigirle una amplitud o abundancia superflua, pues es suficiente la expresión de lo estrictamente necesario para explicar, justificar y posibilitar la defensa, así como para comunicar la decisión a efecto de que se considere debidamente fundado y motivado, exponiendo los hechos relevantes para decidir, citando la norma habilitante y un argumento mínimo pero suficiente para acreditar el razonamiento del que se deduzca la relación de pertenencia lógica de los hechos al derecho invocado, que es la subsunción.
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. Lo subrayado es nuestro
Para efectos de abundar más en lo anterior, es preciso señalar que las infracciones en que incurrió el conductor del vehículo infraccionado, consistentes en: Circular manipulando teléfono celular no fueron desvirtuadas con algún medio de prueba que acreditara lo contrario. 
En la parte final de este concepto, el actor se duele de que la demandada tampoco fundó ni motivó los actos derivados del acto impugnado, tales como el que le haya solicitado le exhibiera la tarjeta de circulación para copiar sus datos en la boleta impugnada.

No le asiste la razón al actor, puesto que como ha quedado señalado con antelación, derivado de su conducta infractora, la demandada procedió a solicitar al conductor la licencia de conducir, pues es una de sus facultades para realizar sus funciones, además de ser parte del “Procedimiento en caso de las infracciones” contenido en el citado Reglamento de tránsito Municipal de San Luis Potosí, que dice:   
“Artículo 169. Cuando el conductor cometa una infracción a las disposiciones de este Reglamento y demás disposiciones aplicables, el Agente de Tránsito procederá de la manera siguiente:

I. Indicará al conductor que detenga la marcha de su vehículo;

II. Se identificará con su nombre y número de placa;

III. Señalará al conductor la infracción que cometió y le indicará el o los artículos violados, así como la sanción que proceda por la infracción contemplada en este Reglamento o en la Ley, conforme a la Ley de Ingresos del Municipio;

IV. Solicitará al conductor la licencia de conducir y la tarjeta de circulación, documentos que serán entregados para su revisión, y devueltos en el mismo sitio inmediatamente después de que los hubiese revisado, salvo que proceda su retención;
V. Si el vehículo se halla estacionado o no se encuentra persona que pueda o quiera atender el requerimiento del Agente de Tránsito, éste elaborará la boleta de infracción y sanción fijándola en el parabrisas del mismo, cubriendo los requisitos de los artículos 171 y 172 de este Reglamento, según sea el caso, y recogiendo una placa de circulación para garantizar el pago correspondiente de la misma;

VI. Una vez efectuada la revisión de los documentos y de la situación en la que se encuentra el vehículo, si éstos están en orden, el Agente de Tránsito procederá a llenar la boleta de infracción en forma manual o electrónica, de la que extenderá una copia al interesado, y

VII. No pueden remitir al depósito los vehículos que transporten sustancias tóxicas o peligrosas, por violación a lo establecido en el Reglamento, en todo caso se llenará la boleta de sanción correspondiente, permitiendo que el vehículo continúe su marcha.

Los conductores de vehículos no matriculados en el Estado de San Luis Potosí, garantizarán el pago de la multa a que se hagan acreedores conforme lo establece el artículo 44 de la Ley.” 
Entonces, el hecho de que la demandada le haya solicitado exhibiera la tarjeta de circulación para copiar sus datos en la boleta de infracción, es parte del cumplimiento de todos y cada uno de los requisitos a los que se tuvo que ajustar, los cuáles se encuentran dentro del Procedimiento que tuvo que seguir, pues se está ante un caso de infracciones a la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí así como al Reglamento a que se alude.

Con ese actuar por parte de la demandada, no le causó perjuicio alguno al entonces infractor, pues es parte del cumplimiento de sus funciones como Agente de Tránsito Municipal, de ahí que no le asista la razón al demandante. 
Por otra parte, de acuerdo a lo que establece el artículo 175 del Reglamento en mención, dice que los conductores estarán obligados a presentar la licencia de conducir y tarjeta de circulación a los agentes de tránsito, disposición ésta que textualmente dice:  

 “Articulo 175. Los conductores estarán obligados a presentar la licencia de conducir y tarjeta de circulación a los agentes de tránsito en los siguientes supuestos:

I.- En la comisión de alguna infracción a la Ley o al presente Reglamento, o en su caso a los bandos de policía y gobierno.

II.- Cuando sea necesario verificar la identidad del conductor y la identificación del vehículo…”
Entonces, la autoridad demandada está facultada para solicitar al conductor la licencia de conducir y la tarjeta de circulación, a su vez, el conductor está obligado a presentar dichos documentos, con lo que se concluye entonces la inexistencia de algún daño o perjuicio que la demandada le haya causado al conductor y hoy actor. 
Por su parte, la autoridad demandada una vez que emitió su contestación de demanda, manifestó que el acto que se impugna sí se encuentra fundado y motivado por la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí y Reglamento de Tránsito Municipal. (F. 13)   
Argumento que es procedente, puesto que es coincidente con el criterio que ha quedado señalado en ésta resolución.

Con todo lo anteriormente señalado, se tiene que la autoridad demandada, sí cumplió con todos y cada uno de los requisitos contenidos en los artículos 14 y 16 Constitucional en la forma en que ha quedado señalado en esta resolución, de lo que se tiene entonces que el acto que se combate sea declarado legal y válido. 
En cuanto a las pretensiones señalados por el actor, las mismas resultan improcedentes, ya que para que para su procedencia se hacía necesario declarar la Ilegalidad e Invalidez el acto combatido, sin que en el presente caso haya acontecido.  

En consecuencia de todo lo anteriormente analizado, en virtud de que no le asistió la razón al hoy actor para que proceda la nulidad del acto reclamado, al haberse declarado sus conceptos de impugnación infundados de acuerdo a las consideraciones ya señaladas, con fundamento en lo establecido por los artículos 249 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y  RESUELVE.

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia de conformidad con los razonamientos y fundamentos expresados en el considerando primero de esta resolución.

SEGUNDO.- Se declara la LEGALIDAD Y VALIDEZ del acto materia de este juicio de nulidad, conforme a lo señalado en el Considerando SEXTO de ésta resolución.

TERCERO.- Notifíquese personalmente al actor, debiendo hacerlo a las autoridades demandadas por medio de oficio con copia certificada de la presente resolución.  

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.-CONSTE.

"Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y el noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí". 
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